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ACLARATORIA. Costas. HONORARIOS. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. ACLARAR la sentencia de fs. 64/67 del ppal., imponiendo las costas del trámite 
del recurso extraordinario a la parte vencida, es decir, a Carlos Benjamín Oliva. II. REGULAR los honorarios 
profesionales del Dr. José Fernando Teseyra en la suma de $ 1.500 (pesos mil quinientos), por su labor 
desarrollada en el trámite del recurso extraordinario federal. III. DISPONER que por Secretaria de Corte de 
Actuación se remita copia certificada de la presente para ser agregada al expediente principal.  
DOCTRINA: Ante la omisión incurrida, corresponde aclarar la sentencia en el sentido de que las costas 
devengadas por el trámite del recurso extraordinario federal interpuesto por la defensa del imputado y 
denegado, deben imponerse a la parte vencida, al no mediar motivos suficientes para apartarse del principio 
objetivo de la derrota. 
          A los fines de la regulación de honorarios del letrado  defensor del imputado que dedujo recurso 
extraordinario federal, corresponde efectuar el cálculo de acuerdo con las pautas indicativas contenidas en los 
artículos 31, 4º incs. b), c) y d) y 5º del decreto ley  324/63, de conformidad con lo dispuesto por los artículos 
15 de la Ley 6730 y 1º del Decreto 1173/94. Ello implica ponderar el mérito jurídico, la extensión del trabajo 
realizado, la complejidad o novedad de la cuestión, el resultado obtenido y demás factores de legal cómputo. 
(Del voto de los Dres. Díaz, Kauffman, Vittar) 
               Si en la resolución se ha omitido el pronunciamiento sobre costas al denegar el recurso 
extraordinario federal, las mismas no pueden considerarse impuestas implícitamente y la decisión respectiva 
exige un pronunciamiento expreso. De modo tal que el silencio de la sentencia al respecto determina la 
necesidad de expedirse estableciendo quién debe cargar con las costas. 
          A los fines de la regulación de honorarios del letrado  defensor del imputado que dedujo recurso 
extraordinario federal, corresponde efectuar el cálculo de acuerdo con las pautas indicativas contenidas en los 
artículos 31, 4º incs. b), c) y d) y 5º del decreto ley  324/63, de conformidad con lo dispuesto por los artículos 
15 de la Ley 6730 y 1º del Decreto 1173/94. Ello implica ponderar el mérito jurídico, la extensión del trabajo 
realizado, la complejidad o novedad de la cuestión, el resultado obtenido y demás factores de legal cómputo. 
(Del voto de los Dres. Posadas,  Samsón) 
             Al disponer el artículo 545 del Código Procesal Penal (texto según Ley 6345 y modificatorias), 
correlato del artículo 544 de ese cuerpo, que las costas sean a cargo de la parte vencida, sienta como regla el 
principio objetivo de la derrota o del vencimiento. De tal modo, por imperio legal y en atención a la regla, es 
innecesario que el tribunal las consigne, salvo, que entienda que debe eximirse de las mismas total o 
parcialmente. (Del  voto de los Dres. Catalano y Cornejo) 
TRIBUNAL: Dres. Díaz, Kauffman, Posadas, Samsón, Vittar, Catalano, Cornejo.  DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA: “C/C OLIVA, CARLOS BENJAMÍN – PIEZAS PERTENECIENTES – 
RECURSO DE CASACIÓN E INCONSTITUCIONALIDAD” (Expte. Nº INC 36.012/14) 
(Tomo 196: 245/252 - 16 /marzo/ 2015) 
 
ACLARATORIA. Improcedencia.  
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR a la aclaratoria solicitada a fs. 73/74. 
DOCTRINA: Todo pedido de aclaratoria o rectificación conlleva como finalidad corregir cualquier error 
material, aclarar algún concepto oscuro sin alterar lo sustancial de la decisión, o subsanar alguna omisión de 
la sentencia mediante un trámite breve y simple, pues la misión del tribunal consiste, en este sentido, en 
enmendar, aclarar y suplir omisiones siempre que ello no importe una modificación esencial. 
          No procede la aclaratoria si se invoca error en el juicio o en las formas prescriptas para dictar la 
resolución, porque ello importaría una modificación sustancial, expresamente prohibida por la ley en la 
rectificación.  



          La aclaratoria es un remedio especialmente destinado a corregir las deficiencias de la parte 
dispositiva de la decisión judicial, y los errores materiales de la parte dispositiva de la sentencia son 
susceptibles de enmienda por el tribunal que la dictó, por lo cual, es improcedente el planteo que entraña, más 
bien, un pedido de explicaciones al Tribunal con relación a ciertos aspectos de la motivación que han sido 
claramente expuestos. 
TRIBUNAL: Dres. Catalano, Cornejo, Díaz, Kauffman, Posadas, Samsón, Vittar.  DOCTRINA: Dra. Galli. 
CAUSA: “C/C SUÁREZ, RODOLFO BENJAMÍN – INCIDENTE DE 
EXCARCELACIÓN – RECURSO DE CASACIÓN E INCONSTITUCIONALIDAD” 
(Expte. Nº CJS 37.283/14) (Tomo 196: 1093/1098 – 13/abril/2015) 
 
COMPETENCIA . Competencia penal. Régimen de reemplazos y sustituciones de magistrados.  
CUESTIÓN RESUELTA: I. DECLARAR la competencia de la Sra. Vocal de la Sala I del Tribunal de Juicio 
del Distrito Judicial Tartagal, para intervenir en la presente causa.  
DOCTRINA: La Ley Orgánica de la Justicia Penal instituye la competencia del fuero penal, tanto por razón 
del territorio como de la materia, y regula el régimen de reemplazos y sustituciones bajo previsiones expresas 
e improrrogables; preceptos de orden público que, establecidos de forma escrita y previa, en uso de 
atribuciones legislativas y mediante el instrumento constitucional apto, concretan la garantía y designan –
todos- al juez natural de la causa. 
TRIBUNAL: Dres. Posadas, Samsón, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Kauffman.   DOCTRINA: Dra. Galli. 
CAUSA: “INCIDENTE - INTERNO PENADO ZAMBRANO, EMILIA VALERIA; 
SABAN, JUAN CARLOS; SABAN, HÉCTOR MAXIMILIANO; ROMERO, MARTÍN 
MIGUEL; QUIROGA, ENEDINA; ARANDA, SERGIO VÍCTOR; ITURRIAGA, LUIS 
MIGUEL – TENENCIA DE ESTUPEFACIENTES CON FINES DE 
COMERCIALIZACIÓN - COMPETENCIA” (Expte. Nº CJS 37.610/ 14) (Tomo 196: 149/154 
- 4 /marzo/ 2015) 
 
EXPEDIENTE. Su reconstrucción. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. TENER POR RECONSTRUIDO el expediente CJS 35.422/12 caratulado “C/C 
Torino Dantur, Marcelo David – Recurso de Casación”, como asimismo los expedientes acumulados Nros. 
74.749/09, INC. 74.749 y 75.196/09, debiendo proseguir los autos según su estado.  
DOCTRINA: Procede ordenar la reconstrucción del expediente cuya pérdida por sustracción denunció el 
letrado apoderado del querellante, debiendo acompañar las partes las copias que se encontraren en su poder. 
TRIBUNAL: Dres. Díaz, Posadas, Samsón, Vittar, Catalano, Cornejo, Kauffman.  DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA: “C/C TORINO DANTUR, MARCELO DAVID – PIEZAS PERTENECIENTES 
– RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. N° INC 35.422/12) (Tomo 196: 383/386 - 16 /marzo/ 
2015) 
 
QUEJA POR RETARDO DE JUSTICIA. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR a la queja por retardo de justicia deducida a fs. 2. 
DOCTRINA: La queja por retardo de justicia es un remedio que tiene por objeto subsanar las demoras en que 
puedan incurrir los tribunales inferiores en el dictado de las resoluciones que corresponda pronunciar en las 
causas a su cargo. 
        Es deber de los tribunales pronunciar sus sentencias atendiendo al estado de cosas existentes al 
momento de decidir. 
           Corresponde rechazar la queja por retardo de justicia, si al tiempo de expedirse la Corte la situación 
de indefinición procesal ha cesado, en razón de que el tribunal de instancia ya dictó el sobreseimiento 
reclamado por el quejoso, motivo por el cual la cuestión planteada ha perdido vigencia, actualidad e interés 
práctico. 
TRIBUNAL: Dres. Posadas, Samsón, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Kauffman.  DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA: “DR. GIANNOTTI, ENZO RUBÉN – DEFENSOR OFICIAL PENAL Nº 1 – 
DISTRITO ORÁN – PLANTEA QUEJA POR RETARDO DE JUSTICIA EN CAUSA Nº 
91.499/06 DEL JUZGADO DE GARAN-TÍAS 1RA. NOMINACIÓN CARATULADO: 
`TROVATTO, CARLOS GUSTAVO; GUAY-MÁS, PEDRO SANTIAGO S/ 
DEFRAUDACIÓN – ALMARAZ, CLAUDIA ELIZABETH´ - QUEJA POR RETARDO 
DE JUSTICIA” (Expte. N° CJS 37.492/14) (Tomo 196: 455/460 - 16 /marzo/ 2015) 
 
QUEJA POR RETARDO DE JUSTICIA.  
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR a la queja por retardo de justicia deducida a fs. 4.  
DOCTRINA: Corresponde rechazar la queja por retardo de justicia, si se advierte que según la gravedad del 
hecho investigado y sus implicancias formales, el magistrado requerido imprimió a los autos el impulso 
procesal de ley y condujo la causa hacia su tratamiento jurisdiccional plenario y, sin embargo, el avance del 



proceso se vio entorpecido o demorado por la incidencia de oposiciones y peticiones de parte que debieron ser 
atendidas y resueltas. 

La queja por retardo de justicia es una denuncia o protesta de morosidad judicial que incita el control 
jerárquico de un Tribunal Superior a través del ejercicio de sus facultades de superintendencia. 
TRIBUNAL: Dres. Posadas, Samsón, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Kauffman.  DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA: “GARCÍA, CÉSAR EDGARDO – QUEJA POR RETARDO DE JUSTICIA” 
(Expte. N° CJS 37.491/14) (Tomo 196: 597/604 - 30 /marzo/ 2015) 
 
RECURSO DE APELACIÓN. Reconducido en CASACIÓN. Competencia provincial, pedido de 
declinatoria. Facultades disciplinarias de los jueces, llamado de atención. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de apelación interpuesto a fs. 42/46 
reconducido como casación y, en su mérito, mantener la competencia provincial para entender en las 
presentes actuaciones y la sanción impuesta al Dr. Gustavo Miranda. 
DOCTRINA: Se ajusta a derecho la resolución que rechaza el planteo de declinatoria y nulidad formulado, al 
considerar que del análisis del proceso surge, según la cédula parcelaria agregada en la causa, que el inmueble 
se encuentra inscripto a nombre de un particular, y que la alegada posesión ancestral de una comunidad 
aborigen esgrimida por la defensa será una cuestión que deberá ventilarse en el debate; es decir que no hay 
ningún elemento en la causa que indique que el lugar donde se cometió el supuesto delito se encuentre bajo la 
órbita exclusiva del Estado Nacional. 
           Si la pretensión de los actores involucra cuestiones de índole local que requieren para su solución la 
aplicación de normas de esa naturaleza, la causa no reviste carácter exclusivamente federal como lo exige el 
Tribunal para que proceda su competencia originaria ya que incluye una materia concurrente con el derecho 
público local. 
            El respeto del sistema federal y de las autonomías provinciales, exige que sean los magistrados 
locales los que intervengan en las causas en que se ventilen asuntos de esa naturaleza, sin perjuicio de que las 
cuestiones de índole federal que también puedan comprender esos pleitos sean susceptibles de adecuada tutela 
por la vía del recurso extraordinario federal. Lo contrario importaría invadir las facultades reservadas de la 
Provincia de Salta. 
            Los jueces deben mantener el buen orden y decoro de los procesos  y velar para que las actividades 
judiciales se desarrollen dentro de un ambiente de orden y respeto, en tanto que el Colegio de Abogados 
custodia el comportamiento ético de sus miembros no sólo en las actuaciones procesales sino en toda la vida 
profesional. 
           Corresponde confirmar el llamado de atención que impuso el tribunal al letrado como consecuencia 
de la actividad reiterativa y dilatoria ejercida en perjuicio del curso normal del proceso y su consecuente 
dispendio jurisdiccional, avalada por el artículo 112 del Código Procesal Penal (texto según Ley 6345 y 
modificatorias) que otorga la facultad de disponer todas las medidas que considere necesarias para el seguro y 
regular cumplimiento de los actos que ordene. (Del voto de los Dres. Kauffman, Posadas, Samsón, Vittar y 
Díaz) 
              La competencia de los tribunales federales es, por su naturaleza, restrictiva y de excepción, y no 
puede ser ampliada ni modificada; prohibición que rige incluso con relación a las normas legales, debiendo 
encontrarse acreditados en la causa los extremos necesarios para hacer surtir el fuero federal. 
          El llamado de atención es la sanción más benigna, más leve. También se le denomina observación o 
amonestación y consiste en una advertencia. 
          Debe confirmarse el llamado de atención, si la magistrada ha actuado en ejercicio de las facultades 
discrecionales con que ha sido investida por ley a efectos de mantener el buen orden y el decoro en el proceso. 
          El mero llamado de atención sin la comunicación respectiva al Colegio de Abogados y Procuradores 
para su anotación en el legajo personal del profesional de la matrícula, conforme lo ordenan la Ley 5412, de 
Ejercicio de las Profesiones de Abogado y Procurador y la Ley 5642, Orgánica del Poder Judicial, si bien no 
constituye técnicamente una sanción en los términos del artículo 13 y cc. de la citada Ley Orgánica, dado que 
el primer orden en la escala gradual de sanciones es el apercibimiento, sí lo es en función del artículo 375 del 
Código Procesal Penal (texto según Ley 6345 y modificatorias). 
          Las facultades disciplinarias de los jueces tienen por objeto mantener el buen orden y el decoro en 
los juicios sometidos a la dirección del juez interviniente, mientras que las del Tribunal de Etica del Colegio 
de Abogados persiguen un objetivo más amplio, que es el de asegurar el correcto ejercicio de la abogacía en 
todos los ámbitos de la actuación profesional. (Del voto de los Dres. Catalano y Cornejo) 
TRIBUNAL: Dres. Kauffman, Posadas, Samsón, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz.   DOCTRINA: Dra. Galli  
CAUSA: “TERCER INCIDENTE DE NULIDAD PRESENTADO POR EL DR. 
GUSTAVO MIRANDA EN AUTOS CARATULADOS: `MAMANÍ, GERARDO; 
MAMANÍ, ANDRÉS; CRUZ, QUINTÍN NICOLÁS; LINTÍN, EMIGIDIO OSBALDO S/ 
USURPACIÓN EN PERJUICIO DE ROBLES, CARLOS ALBERTO´, EXPTE. COR-
92.977/10 - RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. Nº CJS 37.384/14) (Tomo 196: 223/236 – 
16/marzo/2015) 
 
 



RECURSO DE CASACIÓN. Acción civil, indemnización por daño moral.  
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 641/647. Con 
costas a la recurrente.  
DOCTRINA: El daño moral es una afectación del espíritu en el desenvolvimiento de la capacidad de 
entender, querer o sentir de la persona, que se traduce en un modo de estar diferente de aquél en que se 
encontraba antes del hecho como consecuencia de éste y anímicamente perjudicial. 
           El daño moral supone un perjuicio que, salvo supuestos excepcionales, está sujeto a prueba. Estos 
casos excepcionales, pueden inferirse espontáneamente de ocurrencias materiales. 
           En los delitos contra la integridad sexual cabe presumir la existencia del daño moral, a partir de las 
múltiples afectaciones que ocasionan en la tranquilidad de espíritu de la víctima, como sentimientos de 
angustia, miedo, desconfianza, vergüenza y sensación de vulnerablidad, y con mayor razón si la damnificada 
resulta ser una menor, por la alteración a su normal desarrollo y maduración que aquéllos implican. 
            Se ajusta a derecho la suma fijada en el fallo en concepto de daño moral, que si bien es inferior a la 
reclamada, cumple con la regla de prudencia, al haber valorado el tribunal las circunstancias determinantes 
del daño moral sufrido por la actora civil y  las aflicciones que el hecho causó en la menor, lo que alteró por 
un período de tiempo su tranquilidad espiritual y la percepción de la sexualidad que suelen tener las niñas de 
esa edad, circunstancias de las que diera suficiente cuenta el examen psicológico llevado a cabo. 
            El hecho de exigir demasiadas precisiones sobre el criterio para cuantificar el resarcimiento, sería 
desconocer la naturaleza del daño moral, ignorar la especial situación en que se encuentra el juez cuando debe 
liquidar esa clase de indemnización y, en un último análisis, habilitar una causa de impugnación abierta hasta 
el infinito, frente a la cual ninguna sentencia estaría libre de censuras, debido a que la evaluación del dolor 
humano es una operación insusceptible de asentarse, en términos cuantitativamente exactos, en conceptos de 
validez general o explicitada racionalmente. (Del voto de los Dres. Díaz, Kauffman, Posadas, Sansón, Vittar, 
Catalano y Cornejo) 
               El daño moral significa una alteración disvaliosa del espíritu que se traduce en un perturbado 
desarrollo de la capacidad de sentir y del modo de estar de la persona en relación al que se hallaba con 
anterioridad al hecho lesivo, como consecuencia de éste.  
            El resarcimiento del daño moral atiende a bienes insusceptibles de traducción económica, y el dinero 
no constituirá un equivalente sino un medio satisfactorio. Pero aun cuando por la naturaleza misma del 
agravio moral, ninguna pauta permitirá alcanzar una concordancia exacta entre el daño sufrido y la 
satisfacción debida, ello no justifica una actitud omisiva ni arbitraria de los jueces, a quienes compete aplicar 
los parámetros concretos que garanticen la mayor aproximación posible y razonable a la integridad del 
resarcimiento. 
            Para la determinación cuantitativa del daño moral en los delitos contra la integridad sexual, deben 
valorarse la entidad del agravio, la edad y demás circunstancias relativas a la víctima, las secuelas que dejó el 
hecho lesivo en ella (embarazo, enfermedades, traumas psicológicos), su mayor o menor divulgación y las 
circunstancias en las cuales se cometió el ilícito. (Del voto de los Dres. Catalano y Cornejo) 
TRIBUNAL: Dres. Díaz, Kauffman, Posadas, Sansón, Vittar, Catalano. Cornejo  DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA: “C/C CUELLAR RÍOS, LUIS RAMÓN – RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. 
N° CJS 37.359/14) (Tomo 196: 69/80 - 04 /marzo/ 2015) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Cuestión abstracta.  
CUESTIÓN RESUELTA: I. DECLARAR abstracta la cuestión planteada en el recurso de casación 
interpuesto a fs. 12/14 vta.  
DOCTRINA: Es deber de los tribunales pronunciar sus sentencias atendiendo al estado de cosas existentes al 
momento de decidir, ya que no es posible que los jueces resuelvan cuestiones que en el curso del proceso han 
quedado abstractas o vacías de contenido, o para responder a un interés meramente académico. 
           Corresponde declarar abstracto el planteo de revisión de la prisión preventiva que se propugna, si en 
el caso el Tribunal de casación ha emitido pronunciamiento en la causa principal, por el cual confirma la 
condena efectiva impuesta al imputado. 
TRIBUNAL: Dres. Posadas, Samsón, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Vittar.  DOCTRINA: Dra. Galli  
CAUSA: “C/C GALIÑARES, LUIS ARMANDO – INCIDENTE – REVISIÓN DE 
PRISIÓN PREVENTIVA - RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. N° CJS 37.305/14) (Tomo 
196: 19/24 - 27 /febrero/ 2015) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Delito de abuso sexual con acceso carnal agravado por el vínculo, valor del 
testimonio de la víctima, menor de edad, calificante por el vínculo. Interés superior del niño. Violencia de 
género. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. HACER LUGAR a la queja interpuesta a fs. 67/74 vta.  
DOCTRINA: La sentencia que condena al acusado por el delito de abuso sexual con acceso carnal agravado 
por el vínculo cuenta con debida motivación, si el tribunal de juicio consideró el conjunto de pruebas que 
convergen de manera indubitable a probar tales extremos, en especial el testimonio de la víctima que por su 
coherencia y persistencia calificó de creíble y entendió que sus dichos resultan avalados por otros elementos 
de juicio, tales como el informe psicológico, la constatación médica y las declaraciones de las testigos. 



            En los delitos contra la integridad sexual, normalmente existen serias dificultades para desentrañar lo 
verdaderamente ocurrido, pues es una característica del ofensor actuar con sigilo y sibilinamente dado que tal 
es la desproporción y el desborde de sus conductas que prefieren actuar a hurtadillas precisamente para no ser 
descubiertos.    
          En los abusos sexuales a menores no debe acotarse la conducta del agresor sexual en la libido, dado 
que la integridad sexual no se tutela sólo desde dicha óptica, sino en la falta absoluta de libertad de la víctima, 
que por su propia condición no sólo no tenía el discernimiento indispensable, sino que las consecuencias 
sobre su personalidad y equilibrio psíquico pueden ser determinantes para el resto de su vida, dejándole 
secuelas indelebles. 
          En los delitos contra la integridad sexual el bien jurídico que se protege es la reserva sexual de la 
víctima entendida como el respeto a su incolumidad física y dignidad en tanto persona, especialmente desde la 
óptica de su pudicia personal-sexual.  
          La misma idea es la que guía el problema de los menores de 13 años, en este caso la protección es el 
ámbito de libertad, a lo que se agrega el problema de la inmadurez sexual de la víctima.  
          La razón de la calificante por el vínculo está dada exclusivamente por el hecho de que la relación 
parental facilite la tarea del autor. 
          La Convención de los Derechos del Niño consagra expresamente el principio del interés superior del 
niño, al que define como la máxima satisfacción integral, simultánea de los derechos y garantías reconocidos 
en el mencionado instrumento, disponiendo, además, que cuando exista conflicto entre los derechos e interés 
del niño frente a otro derecho e interés igualmente legitimo prevalecerán los primeros. 
          Es justa la pena impuesta al acusado, si el tribunal consideró especialmente, la naturaleza y las 
características del aberrante hecho cometido en contra de su hija, la circunstancia de que fue cometido en el 
interior de su propia casa por parte de quien tenía el deber de protección y cuidado, junto con la corta edad de 
la víctima. (Del voto de los Dres. Cornejo, Díaz, Kauffman, Posadas, Samsón, Vittar y Catalano) 
              La Convención sobre los Derechos del Niño impone el deber de protección contra toda forma de 
abuso físico o mental, obligando a los Estados partes a dar efectividad a todos los derechos reconocidos por el 
tratado; y más específicamente, a los tribunales a atender el interés superior del niño en todas las medidas que 
los conciernan, ofreciéndole la oportunidad de ser escuchado en todo procedimiento judicial que lo afecte. 
           Corresponde velar por la integridad física, sexual y psicológica de la menor damnificada toda vez 
que resulta tarea ineludible del Estado, y su lógica se encuentra en la custodia del pleno desarrollo vital de las 
personas menores, libre de connotaciones perturbadoras que puedan alterar la capacidad y desempeño propio 
y adecuado a la etapa de la niñez. 
            La violencia de género es poder y el poder genera sumisión, daño, sufrimiento, imposición de una 
voluntad, dominación y sometimiento, cuya hiperincriminación se justifica, precisamente, porque germina, se 
desarrolla y ataca en un contexto específico, el contexto de género. (Del voto de la Dra. Kauffman) 
              La sentencia es plenamente válida, si en sus fundamentos se ha cumplido con una ponderación 
completa de los hechos, estableciéndose, de acuerdo a las circunstancias de persona, tiempo, modo y lugar, el 
accionar del acusado tal cual ha ocurrido, y cuenta con un análisis razonado de las constancias de la causa por 
el que arriba a la existencia de esa certeza. 
            Debe descalificarse la crítica formulada por el recurrente, si no incluye una descalificación del valor 
probatorio de las manifestaciones de la afectada que se apoye en circunstancias concretas y comprobadas que 
expliquen de manera razonable la existencia de un interés por tergiversar la realidad o un ánimo vindicativo. 
            El bien jurídico protegido en los delitos de abuso sexual es la libertad sexual, entendida como el 
derecho de las personas a tener voluntario y consentido trato erótico, a determinar libremente sus conductas 
íntimas y a que no se ataque su reserva sexual. 
            En los delitos de abuso sexual es casi imposible conseguir testigos directos del hecho, debiendo 
basarse el magistrado en las declaraciones de la víctima, de las personas que tomaron conocimiento de lo 
acontecido a través de sus dichos y en las conclusiones a las que arriban los expertos en las respectivas 
pericias, debiendo reconstruirse el hecho a través de todo resto, vestigio o indicio. 
            La calidad de hija del imputado constituye un serio agravante previsto por la legislación penal, y más 
aun al haber sido sometida a tocamientos y caricias impropias desde los seis años, llegando a los siete años al 
acceso carnal a través del ejercicio de la fuerza y la violencia, mediando además amenazas para no relatar lo 
sucedido, siendo el disparador de su revelación el temor de que la misma conducta de su padre se reitere con 
su hermana menor. (Del voto del Dr. Catalano) 
 TRIBUNAL: Dres. Cornejo, Díaz, Kauffman, Posadas, Samsón, Vittar, Catalano. DOCTRINA: Dra. Galli.   
CAUSA: “C/C SOSA, GABRIEL ISIDRO – RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. Nº CJS 
37.330/14) (Tomo 196: 253/276 - 16 /marzo/ 2015) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Delito de amenazas. Absolución, principio “in dubio pro reo”. Violencia 
familiar; violencia de género. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 89/91 vta. II. 
ORDENAR que el Juzgado de Personas y Familia que por turno corresponda disponga los informes técnicos 
que indica el art. 6º de la Ley 7403 a fin de actualizar los ya existentes y, en su caso, adopte las medidas allí 
previstas que estime procedentes y comunicar lo aquí resuelto al Asesor de Incapaces que por turno 
corresponda, a sus efectos.  



DOCTRINA: Corresponde confirmar la sentencia que absuelve al acusado del delito de amenazas por el 
principìo de la duda, si en el caso tal estado de duda razonable viene abonado por las contradicciones de la 
denunciante, por la falta de adecuada corroboración probatoria de sus dichos y por las características de 
conflictividad permanente que signaran la relación preexistente entre ella y el acusado en el marco de una 
situación de violencia doméstica y no puede afirmarse directa y llanamente, la comisión de un delito cuyas 
circunstancias de modo, tiempo, lugar, ocasión y personas han quedado sumidas en las sombras de la 
incertidumbre. 
          En el proceso penal, debido a la importancia de los intereses individuales involucrados, la sentencia 
sólo puede ser el resultado de un convencimiento que esté más allá de toda duda razonable acerca de la 
responsabilidad del acusado por un hecho punible. Por ello, la vigencia del principio de inocencia se sostiene 
a lo largo del proceso a través de su principal corolario procesal que es la regla “in dubio pro reo”. 
          En materia penal no puede hablarse de sentencias fronterizas: o se tiene la certeza sobre la existencia 
del hecho y la autoría del acusado, o la falta de ese estado en el razonamiento conduce inexorablemente a la 
absolución. Un razonamiento fronterizo es aquel que está al borde de la duda y en esas condiciones no puede 
condenarse.         
          Si en el caso se ha corroborado verosímilmente una situación de violencia familiar, su 
desenvolvimiento torna aconsejable adoptar otras medidas de naturaleza preventiva que resultan ajenas al 
ámbito punitivo, y que pertenecen a las potestades del Poder Judicial. (Del voto de los Dres. Posadas, 
Samsón, Vittar y Catalano)  
              Corresponde dejar sin efecto la sentencia que absuelve al acusado del delito de amenazas y disponer 
su condena, si el tribunal no ha valorado adecuadamente que los dichos aportados por la víctima en la 
denuncia que diera origen a las actuaciones cobran total validez, pues de los informes surge claramente que la 
damnificada no niega la ocurrencia de episodios de violencia sino que, inmersa en un sentimiento de culpa, 
desea justificar la actitud violenta del imputado para sostener a futuro la relación de pareja con un total 
sentimiento de inferioridad. 
          Las situaciones de violencia doméstica suelen ser cometidas, por lo general, en la intimidad, donde 
resulta prácticamente imposible obtener medios de pruebas que acrediten la situación de violencia, razón por 
la que será necesario valorar cautelosamente los dichos de la víctima y los informes interdisciplinarios, tanto 
de la persona damnificada como del acusado, dado que serán estos los que ayudarán a dilucidar el 
comportamiento violento y la fiabilidad de los dichos de la víctima de violencia familiar. 
          Es amenaza cualquier acto por el cual un individuo, sin motivos legítimos y sin pasar por los medios 
o por el fin de otro delito, afirma o anuncia deliberadamente que quiere causarle a otra persona algún mal 
futuro, debiendo ser éste dependiente de la voluntad del sujeto que realiza aquélla. 
          Es violencia contra las mujeres toda conducta, acción u omisión, que de manera directa o indirecta, 
tanto en el ámbito público como en el privado, basada en una relación desigual de poder, afecte su vida, 
libertad, dignidad, integridad física, psicológica, sexual, económica o patrimonial, como así también su 
seguridad personal. 
          Sostener una situación de violencia psíquica contra una persona significa apartarse de los estándares 
fijados para erradicar todo tipo de violencia. (Del voto de los Dres. Díaz, Kauffman y Cornejo) 
TRIBUNAL: Dres. Kauffman, Posadas, Samsón, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz.  DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA: “C/C GALVÁN, CLAUDIO FABIÁN – RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. 
Nº CJS 37.108/14) (Tomo 196: 559/580 - 30 /marzo/ 2015) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Delito de estafa procesal en grado de tentativa, calificación del hecho, 
adecuación legal; valoración de la prueba, sana crítica. Acción civil, indemnización del daño material y 
moral. Intereses. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 1351/1369. II. 
HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 1374/1385 y, en su mérito, revocar el punto III de la 
sentencia de fs. 1287/1319 sólo con relación a la acción civil instaurada en autos y disponer que bajen los 
autos a la ex Cámara Segunda en lo Criminal para la formulación por la actora de la planilla de liquidación 
conforme a las pautas fijadas en los considerandos 12 a 14, con más los intereses devengados desde la fecha 
de comisión del hecho hasta el efectivo pago calculados de acuerdo a la tasa activa cartera general 
(préstamos) nominal anual vencida a treinta días del Banco Macro S.A. Con costas a la vencida. 
DOCTRINA: Es plenamente válida la condena de los acusados por el delito de estafa procesal en grado de 
tentativa, si el tribunal   tuvo por probado que los acusados presentaron un recibo cancelatorio falso en un 
juicio por ejecución de horarios, en concepto de excepción de pago y a efectos de impedir el cobro de un 
pacto de cuota litis, según el cual debía entregarse gran cantidad de hectáreas de una finca a la damnificada, 
fundo que detentaban merced al resultado de su labor profesional, y la adulteración versó sobre el contenido 
del documento en cuestión donde, entre otras irregularidades se consigna una suma de pesos y que, pese a la 
ejecución de los actos necesarios para desbaratar el objeto de aquel proceso de naturaleza patrimonial, la 
maniobra defraudatoria no agotó completamente su cometido. 

Las conclusiones fácticas contenidas en la sentencia resultan correctas, si en el caso se observa el 
cumplimiento de las operaciones intelectivas exigidas por el derecho, cuyas formulaciones lógicas son 
producto de la sana crítica racional y la construcción racional del fallo se sustenta en conclusiones extraídas 
de una valoración conjunta del material probatorio. 



          Se configura el delito de estafa procesal si lo que se reprocha en la causa es la ilegítima utilización –
mediante la consignación de datos falsos- de una rúbrica real que la damnificada plasmara en un documento 
expedido a otros fines, es decir, lo que se conoce como aprovechamiento de firma en blanco, y la falsedad se 
encuentra acreditada a partir del testimonio de la damnificada y la pericia obrante en la causa que revela la 
evidente desigualdad entre lo consignado y lo concretamente debido, elementos que valorados de acuerdo a 
las reglas de la lógica y la experiencia común permiten descartar que el documento haya sido realmente 
expedido por la letrada damnificada a efectos de liberar a los acusados de una deuda que resultaba 
notoriamente superior. 
          Si el auto de procesamiento definió el objeto procesal en un sólo hecho calificado como estafa 
procesal en concurso ideal –formal y no real- con falsificación de instrumento privado, el requerimiento de 
elevación de la causa a juicio limitó la materia de debate a ese único hecho delictivo; ergo, el tribunal de 
mérito se encontraba habilitado para expedirse exclusivamente sobre aquél 
y se trata de una cuestión de adecuación legal y no de congruencia fáctica. 
           La simulación no es reprobada por la ley cuando a nadie perjudica ni tiene un fin ilícito. 
           En principio, lo referente a la determinación del monto de la indemnización debida a la víctima de un 
delito, conforme al artículo 29 del Código Penal, es del resorte exclusivo de los jueces de los hechos, es decir, 
integra lo que constituyen los poderes discrecionales del tribunal de sentencia. 
           La sentencia condenatoria podrá ordenar la indemnización del daño material y moral causado a la 
víctima, a su familia o a un tercero, fijándose el monto prudencialmente por el juez en defecto de plena prueba 
           La determinación del monto del perjuicio no está sujeta a las exigencias probatorias del proceso civil, 
por lo que no se exige plena prueba. 
           El daño moral es una afectación del espíritu en el desenvolvimiento de su capacidad de entender, 
querer o sentir, que se traduce en un modo de estar de la persona diferente de aquél en que se encontraba antes 
del hecho como consecuencia de éste y anímicamente perjudicial 
           Para la procedencia de la indemnización por daño moral no se requiere prueba de su existencia y se 
acredita por el sólo hecho de la acción antijurídica y la titularidad del derecho del accionante. 
           Los intereses del crédito reconocido deben ser fijados de acuerdo a la tasa activa cartera general 
nominal anual vencida a treinta días del Banco Macro S.A. desde la fecha del hecho y hasta el efectivo pago. 
(Del voto de los Dres.  Vittar, Albarracin, Figueroa y Farah) 
             El Tribunal de casación se encuentra imposibilitado legalmente de modificar la resolución originaria 
en perjuicio del inculpado, cuando hubiese sido recurrida exclusivamente por el acusado. (Del voto del Dr. 
Samsón) 
           Corresponde declarar la nulidad de la sentencia, si el tribunal de juicio en un primer momento hace 
alusión a la existencia de elementos indiciarios que guardan relación con la imputación sobre el delito de 
falsificación de instrumento privado, pero luego niega su tratamiento al decir que para la configuración del 
delito de estafa procesal no resulta necesaria la acreditación de la falsedad del documento que ha sido usado 
para cometer aquel ilícito penal, incurriendo así en una fundamentación contradictoria. 
           Si bien el delito de estafa procesal puede ser consumado mediante la utilización de un instrumento 
verdadero, cuando en el caso también se ha imputado el delito de falsificación de instrumento privado, debe 
ser valorado y analizado para arribar a una sentencia condenatoria o absolutoria sobre el mismo, sin que ello 
afecte la comisión del delito de estafa procesal. Sostener lo contrario atenta contra el principio acusatorio que 
se encuentra en poder del Ministerio Público Fiscal y contra el deber de motivación al que deben responder 
todas las decisiones judiciales a los fines de garantizar el debido proceso y la defensa en juicio. 
           Es nula la sentencia que condena en la acción civil, si no guarda una fundamentación que sea 
respaldada por las reglas de la lógica, en tanto existe una estrecha e inseparable relación con la acción penal. 
Sostener la vigencia del reclamo indemnizatorio en sede penal sin que exista un pronunciamiento fundado 
sobre los ilícitos denunciados podría generar un acuerdo arbitrario, basado en la sola voluntad de interpretar 
un daño que no observa relación con el factor que produjo el perjuicio. (Del voto de los Dres. Kauffman y 
Díaz) 
TRIBUNAL: Dres. Vittar, Díaz, Kauffman, Samsón –Jueces de Corte-, Edgardo Francisco Albarracín, Adolfo 
Antonio Figueroa y Pablo Fernando Farah –Jueces de Cámara llamados a integrar-.   DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA: "C/C  SALINAS,  PEDRO ADRIÁN; SALINAS, JUANA ANTONIA; 
MISSORICHI, FRANCISCO - RECURSO DE CASACIÓN" (Expte. N° CJS 
35.763/12)(Tomo 196: 979/1010 – 09/abril /2015) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Delito de homicidio calificado, coautores, agravante por el número y por la 
calidad de funcionarios policiales. Responsabilidad civil del Estado Provincial. Indemnización por daños y 
perjuicios; daño moral. Intereses. Inconstitucionalidad del artículo 1078 del Código Civil; legitimación de la 
concubina del fallecido para accionar por daño moral. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR a los recursos de casación interpuestos a fs. 3961/3971 
vta., 3973/3983 vta. y, 3984/3996. II. HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 4028/4044 vta. 
y, en su mérito, dejar sin efecto el punto VII de la sentencia de fs. 3842/3843 cuyos fundamentos obran a fs. 
3912/3953 en relación a la condena dictada contra la Provincia de Salta. Con costas por su orden.III. 
DECLARAR la responsabilidad del Estado Provincial de acuerdo con lo expuesto en los considerandos 12 a 



15. Con costas a su cargo. IV. HACER LUGAR parcialmente a los recursos de casación y de 
inconstitucionalidad deducidos a fs. 3997/4005 vta. y, en su mérito, modificar los puntos VI y VII de la 
sentencia de fs. 3842/3843, cuyos fundamentos obran a fs. 3912/3953, en el sentido de fijar la indemnización 
a cargo de los civilmente demandados en los siguientes montos: a) a favor de Guillermo Yonatan Arenas:    $ 
148.000 (pesos ciento cuarenta y ocho mil); b) en beneficio de Yanina Reveca Noralí Arenas: $ 184.000 
(pesos ciento ochenta y cuatro mil); c) para Ruth Johana Marisol Arenas Matorras: $ 190.000 (pesos ciento 
noventa mil) y d) a favor de la Sra. Cerbanda Matorras: $ 264.000 (pesos doscientos sesenta y cuatro mil) en 
concepto de daño material y moral, declarando a tales efectos la inconstitucionalidad del art. 1078 del Código 
Civil y manteniendo lo determinado en cuanto a los intereses. Con costas. 
DOCTRINA: Es plenamente válida la condena de los acusados como coautores del delito de homicidio 
calificado, si el tribunal de juicio ha desarrollado con ajustados razonamientos, los motivos por los cuales 
arribó de manera lógica a la certeza de la forma en que ocurrieron los hechos, ponderando específicamente el 
desenvolvimiento de la investigación policial y los hechos, de los que surge que la víctima fue detenida por 
personal de la comisaría, que portaba entre sus ropas una gran cantidad de dinero, que el grupo de personas 
implicado en este grave hecho alcanzó un número superior a dos, cumpliendo el aspecto objetivo de la 
agravante del homicidio, y que además obró una coautoría funcional, mediante una división de tareas en 
cumplimiento de una decisión o plan acordado de forma previa, cual era el de privar de la vida al detenido a 
los fines de ocultar un desapoderamiento ilegítimo previo. 
           Se configura la calificante del artículo 80 inciso 9º del Código Penal, si en la causa se encuentra 
acreditada la calidad de los individuos del grupo de coautores del homicidio de ser todos miembros de una 
fuerza de seguridad, la Policía de la Provincia, los cuales, a su vez, abusaron de su condición y de las 
circunstancias en la que se hallaba la víctima, a quien, por encontrase demorada en la sub comisaría, debían 
legalmente resguardar y cuidar en lo que a integridad física se refiere. 
           Corresponde dejar sin efecto la condena impuesta a la Provincia de Salta de pagar indemnización a 
los actores civiles, si en la sentencia se ha omitido expresar con claridad y precisión el fundamento de derecho 
de la condena civil a su parte, resultando insuficiente a tales fines la descripción de las posturas esbozadas por 
las partes al respecto y de que los condenados eran personal de la Policía de la Provincia. 
           Para que se configure la responsabilidad extracontractual del Estado por su actividad ilícita deben 
reunirse los siguientes requisitos: a) el Estado debe incurrir en una falta de servicio; b) la actora debe haber 
sufrido un daño cierto, y c) debe existir una relación de causalidad directa entre la conducta estatal impugnada 
y el daño cuya reparación se persigue. 
           El ejercicio del poder de policía de seguridad estatal impone a sus agentes la preparación técnica y 
psíquica adecuada para preservar racionalmente la integridad física de los miembros de la sociedad y sus 
bienes. 
           Surge la responsabilidad civil del Estado Provincial si en el hecho participaron agentes que se 
encontraban cumpliendo funciones policiales y el cumplimiento irregular de dichas funciones guarda 
conexidad con un delito de homicidio calificado, conforme surge de la plataforma fáctica que se tuvo por 
comprobada. 
           Lo referente a la determinación del monto de la indemnización debida a la víctima de un delito, 
conforme al artículo 29 del Código Penal, en principio es del resorte exclusivo de los jueces de los hechos, es 
decir, integra lo que constituyen los poderes discrecionales del tribunal de sentencia y se encuentra excluido 
del control de casación, siempre que los mismos sean ejercidos dentro de los límites de la autorización legal.  
           La regla de la fijación prudencial ha sentado como criterio que, en su consecuencia, la determinación 
del monto del perjuicio no está sujeta a las exigencias probatorias del proceso civil, por lo que no se exige 
plena prueba. 
           Para establecer el daño emergente, debe ponderarse que la vida humana no tiene valor económico 
"per se", sino en consideración a lo que produce o puede producir.  
           Corresponde que se incremente el monto de la indemnización fijada para cada uno de los hijos del 
causante, si el tribunal omitió valorar adecuadamente que él era hasta el momento de su muerte el sostén de su 
hogar, en tanto su concubina no trabajaba y los hijos concurrían a la escuela, siendo de relevancia el tiempo 
en que hubiera cumplido con su obligación alimentaria. 
           A fin de determinar la indemnización por daño moral, cabe ponderar la Índole del hecho generador 
de la responsabilidad, la entidad del sufrimiento causado a quienes se han visto privados de su padre, y que el 
reconocimiento de esta reparación no tiene necesariamente que guardar relación con el daño material pues no 
se trata de un daño accesorio a éste. 
           Los intereses que corresponde aplicar a las cantidades por las que se condena, desde la fecha del 
hecho hasta su efectivo pago, deben ser calculados con base en la tasa promedio de las operaciones de crédito 
del Banco Macro S.A. (Del voto de los Dres. Díaz, Catalano, Cornejo, Kauffman, Posadas, Samsón y Vittar) 
           Corresponde declarar la inconstitucionalidad del artículo 1078 del Código Civil, toda vez que debe 
considerarse legitimada a la concubina del causante para reclamar el daño moral padecido por la pérdida de su 
pareja, pues la solución normativa impugnada violenta el derecho de reparación integral del daño, vulnera el 
principio de igualdad ante la ley y lesiona el principio constitucional de protección integral de la familia. 
           Se debe hacer lugar a los recursos de casación e inconstitucionalidad interpuestos por quien reclama 
una indemnización en concepto de daños materiales y morales para sí, en el carácter de concubina del 
causante, si de las constancias de la causa surge la duración y la estabilidad de tal relación de concubinato, de 



la que nacieron cuatro hijos, y en la cual la víctima del homicidio era el proveedor del sustento material de la 
familia que constituían, en virtud de lo cual resulta evidente que la reclamante tiene un interés legítimo en que 
el perjuicio que se le ha provocado, consistente básicamente en la pérdida del aporte material al hogar de la 
que se ve privada, sea resarcido. 
           Si la causa de la restricción legal es el propósito de evitar la multiplicación de reclamos de todo aquél 
que se considere damnificado en sus afecciones morales por un hecho ilícito, tal razón no puede ser base para 
una situación en que la reclamante formaba una familia con la víctima, en aparente matrimonio, de carácter 
estable, con cuatro hijos, lo que demuestra la existencia de un proyecto de vida común legítimo, que se ha 
visto inesperadamente truncado, derivándose indudablemente de ello el daño moral cuya indemnización se 
reclama. (Del voto de los Dres.  Díaz, Kauffman, Samsón y Vittar) 
              Corresponde reconocer legitimación a la concubina para accionar por daños y perjuicios por la 
muerte de su compañero, en resguardo constitucional de las diversas formas familiares, el principio de 
igualdad y el principio de reparación plena o integral, por lo que la limitación de la concubina para reclamar 
el daño moral por la muerte de su pareja, no es razonable. 
           En determinadas circunstancias la selección del artículo 1078 del Código Civil se torna arbitraria, ya 
que consagra una discriminación indebida en detrimento de personas que -como sucede con los concubinos- 
se encuentran en idéntica posición que aquéllos a los que el ordenamiento les otorgó el derecho exclusivo a 
ser resarcidos por el padecimiento espiritual derivado de un ilícito; se trata de modo desparejo a personas que 
a los efectos de la distinción (cualificación de la intensidad de la aflicción por razones objetivas) se 
encuentran en equivalente situación. (Del voto del Dr. Cornejo) 
             La limitación impuesta por el artículo 1078 del Código Civil no resulta aplicable a la concubina de la 
víctima fallecida, quien reclama por derecho propio una indemnización moral en razón de las afecciones 
personales que pudo haber sufrido. 
           No resulta necesario declarar la inconstitucionalidad del segundo párrafo del art. 1078 del Código 
Civil, porque no se puede establecer una limitación o exclusión respecto a los damnificados indirectos, en la 
medida que aquéllos acrediten un daño sufrido a título propio. 
           El art. 1078 del Código Civil que regula la legitimación activa de los damnificados indirectos por 
daño moral ante la muerte de la víctima, al hacer referencia a los herederos forzosos, establece un parámetro 
técnico orientado a enunciar los posibles damnificados indirectos, requiriendo una interpretación lo 
suficientemente amplia como para posibilitar soluciones justas que respeten la letra y el espíritu de la ley. 
(Del voto del Dr. Posadas) 
             Corresponde rechazar el reclamo por daño moral efectuado por la concubina del fallecido, porque la 
acción por indemnización del daño moral sólo compete al damnificado directo. 

El artículo 1078 del Código Civil restringe la legitimación sustancial para ejercer la acción por 
indemnización del daño moral a los herederos forzosos de la víctima fallecida, regla que no puede ser 
extendida analógicamente por vía pretoriana so color de ser innegable el sufrimiento del pariente no heredero 
forzoso. (Del voto del Dr. Catalano) 
TRIBUNAL: Dres. Díaz, Kauffman, Posadas, Samsón, Vittar, Catalano, Cornejo.  DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA: “C/C CRUZ, CELSO; DÍAZ, FRANCISCO BONIFACIO; SANTANA, LUIS 
ALBERTO; CRUZ, CIRILO – RECURSO DE CASACIÓN E 
INCONSTITUCIONALIDAD” (Expte. Nº CJS 35.800/12)(Tomo 196: 387/432 - 16/marzo/ 
2015) 
 
RECURSO DE CASACION. Delito de hurto simple, motivación de la sentencia, certeza para condenar. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 250/253 vta.  
DOCTRINA: La sentencia que condena al acusado por el delito de hurto simple cuenta con debida 
motivación, tanto en lo relativo a la reconstrucción fáctica del hecho como al derecho aplicable, y es fruto de 
una valoración acorde con las reglas que rigen la sana crítica racional, si el tribunal de juicio tomó 
especialmente en cuenta la declaración testimonial brindada por la denunciante,   el testigo que fue quien 
detuvo al acusado y declaró que reconoció que empeñó las zapatillas a otro por no ser éstas de su número de 
calzado, recuperándoselas posteriormente. 
           Existe la certeza necesaria para condenar, si en los fundamentos de la sentencia el tribunal ha 
cumplido con una ponderación completa de los hechos, estableciéndose de acuerdo a las circunstancias de 
persona, tiempo, modo y lugar, el accionar del imputado. 
 TRIBUNAL: Dres. Catalano, Cornejo, Díaz, Kauffman, Posadas, Samsón, Vittar.   DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA: “C/C AVILEZ, MARIO EDGARDO – RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. Nº 
CJS 37.278/14) (Tomo 196: 37/48 – 27 /febrero/ 2015) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Excarcelación. Prisión preventiva. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 17/18.  
DOCTRINA: Debe confirmarse la resolución que no hace lugar al beneficio de la excarcelación y al pedido 
de medidas sustitutivas a favor del acusado, si el tribunal tuvo en cuenta, en función de los pormenores de las 
actuaciones que lo involucran, el monto de la pena que podría aplicarse al acusado y el tiempo que 
efectivamente lleva privado de su libertad; que el hecho se habría cometido en perjuicio de la integridad 



sexual de una persona menor de edad y que resultaría sumamente riesgoso aceptar como domicilio del 
imputado una vivienda en la que habitan tres niños de muy corta edad, según los datos aportados en el 
informe social; por lo que se avizora sin hesitación que la negativa no aparece como irrazonable ni provoca 
quebranto alguno de las garantías del imputado. 
           La prisión preventiva de las personas que hayan de ser juzgadas no debe ser la regla general, pero su 
libertad podrá estar subordinada a garantías que aseguren la comparencia del acusado en el acto del juicio, o 
en cualquier momento de las diligencias procesales y, en su caso, para la ejecución del fallo. 
           La finalidad de la privación de la libertad radica esencialmente en la protección de la actuación de la 
ley sustantiva. 
           No procede la excarcelación y debe mantenerse la prisión preventiva a fin de asegurar la concreta 
actuación de la justicia, si la situación del imputado no encuadra en ninguno de los supuestos previstos en el 
artículo 306 del Código Procesal Penal (texto según Ley 6345 y modificatorias) atento a la gravedad de los 
delitos que se le imputan; existe el posible daño jurídico al proceso, en atención a sus particularidades 
objetivas y subjetivas que se avizoran, y si además, en la causa, ya radicada en el tribunal de juicio, sólo resta 
celebrar el juicio oral y público, por lo cual, en ese marco, se actualiza concretamente el peligro de fuga del 
acusado a raíz de la gravedad de los hechos independientes entre sí cometidos en concurso real.  
           La resolución que deniega la excarcelación se ajusta a derecho, goza de legalidad y legitimidad, si en 
su consideración sopesó tanto el derecho del individuo a no sufrir una privación de la libertad injusta, como el 
interés general de lograr la efectiva actuación de la ley penal. 
TRIBUNAL: Dres. Catalano, Cornejo, Díaz, Kauffman, Posadas, Samsón, Vittar.   DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA: “C/C CAYO, LUIS BENJAMÍN – INCIDENTE DE EXCARCELACIÓN – 
RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. Nº CJS 37.362/14) (Tomo 196: 137/148 - 04 /marzo/ 2015) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Inadmisibilidad formal; resolución que confirma el rechazo del pedido de 
sobreseimiento por extinción de la acción penal, doble instancia. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. DECLARAR formalmente inadmisible el recurso de casación interpuesto a fs. 
332/339 vta.  
DOCTRINA: Debe declararse formalmente inadmisible el recurso de casación interpuesto contra la 
resolución que confirmó el auto resolutivo que rechazó el pedido de sobreseimiento por extinción de la acción 
penal, si en la causa se encuentra cumplida la exigencia de la doble instancia en virtud de la específica 
intervención del tribunal de apelación, máxime cuando el recurso de apelación, por su propia naturaleza 
procesal, habilitó a dicho tribunal a revisar los hechos, la prueba y la viabilidad jurídica de la prescripción de 
la acción penal. 
TRIBUNAL: Dres. Vittar, Díaz, Kauffman, Posadas, Samsón.   DOCTRINA: Dra. Galli.  CAUSA: “C/C 
AGUILERA, ENRIQUE OMAR – RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. Nº CJS 
37.352/14)(Tomo 196: 301/306 - 16 /marzo/ 2015) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Nulidad. Delitos de acción privada, querella, representación, omisión de 
actuar con poder especial.  
CUESTIÓN RESUELTA: I. DECLARAR la nulidad de la querella interpuesta a fs. 1/4 y de toda la actividad 
jurisdiccional dictada en su consecuencia. 
DOCTRINA: Corresponde declarar la nulidad de la querella interpuesta y de toda la actividad jurisdiccional 
dictada en su consecuencia, si  el mandante no otorgó poder especial al letrado para que lo representara en el 
ejercicio de sus derechos, y el proceso siguió su trámite, por lo cual, la mentada falta de representación 
suficiente reviste una gravedad de tal índole que trae como resultado privar de todo efecto procesal a dichas 
piezas. 
           La querella criminal no puede ser realizada en nombre y representación de otro invocando poderes 
generales. El poder especial será siempre indispensable, debiendo ser otorgado por el damnificado directo. 
            Según la etapa del proceso en que se ejerza la pretensión, serán mayores o menores los requisitos que 
deba contener el poder. Si con la querella se inicia la causa, el poder deberá contener la denominación jurídica 
atribuida al hecho y la indicación, en lo posible, de la persona del querellado. Si la causa ya está en trámite, 
bastará con que el poder contenga su individualización a través de su número, juzgado actuante y que indique 
que está destinado a perseguir el delito allí investigado. 
TRIBUNAL: Dres. Catalano, Cornejo, Díaz, Kauffman, Posadas, Samsón, Vittar.  DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA: “QUERELLA POR INJURIAS CONTRA RODRÍGUEZ, LUIS EDUARDO Y 
PACO, VÍCTOR HUGO INTERPUESTA POR SCARPONETTI, MARCELO – 
RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. Nº CJS 37.298/ 14) (Tomo 196: 289/296 - 16 /marzo/ 2015) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Suspensión del juicio a prueba. Improcedencia; violencia de género. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 20/22 vta. y, en su 
mérito, revocar la resolución de fs. 9/13, ordenando la continuación del proceso según su estado.  
DOCTRINA: Corresponde revocar la resolución que suspendió el juicio a prueba a favor del acusado, si en el 
caso se ventila un asunto de violencia psicológica contra la mujer con riesgo para su persona e integridad 



física, donde el desarrollo del debate es de trascendencia capital a efectos de posibilitar que la víctima asuma 
la facultad de comparecer para efectivizar el acceso efectivo al proceso de la manera más amplia posible, en 
pos de hacer valer su pretensión sancionatoria. 
           La suspensión del juicio a prueba es inconciliable con el deber que tiene el Estado de investigar, 
esclarecer los hechos de violencia contra la mujer, y de sancionar a sus responsables en un juicio con las 
debidas garantías. 
           En los casos que impliquen alguna forma de violencia contra la mujer, la adopción de alternativas 
distintas a la definición del caso en la instancia del debate oral es improcedente. 
           Es violencia contra la mujer cualquier acción o conducta, basada en su género, que cause muerte, 
daño o sufrimiento físico, sexual o psicológico a la mujer, tanto en el ámbito público como en el privado. 
            La cuestión atinente a la violencia de género, en cualquiera de sus variadas formas y modalidades, 
constituye, al presente, una cuestión de elevado interés público que ha motivado la implementación de una 
política de estado prioritaria y el diseño de una política criminal racionalmente orientada a la tutela efectiva de 
la mujer en situación de riesgo y vulnerabilidad. 
TRIBUNAL: Dres. Posadas, Samsón, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Kauffman.  DOCTRINA: Dra. Galli. 
CAUSA: “C/C CORBO, HUGO ARIEL - INCIDENTE DE SUSPENSIÓN DEL JUICIO 
A PRUEBA - RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. N° CJS 37.388/14) (Tomo 196: 277/288 - 
16 /marzo/ 2015) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Suspensión del juicio a prueba. Necesidad de ponderar las circunstancias 
particulares del caso; violencia de género; ofrecimiento de reparación del daño, razonabilidad. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 6/9 vta.  
DOCTRINA: En virtud del carácter provisorio que informa a las resoluciones anteriores a la sentencia 
definitiva, los jueces pueden concluir en la necesidad de celebrar el juicio oral y público a efectos de adquirir 
la certeza necesaria sobre el hecho, sus particularidades de comisión, su calificación definitiva y el reproche 
penal que concretamente cabría imponer. Extremos que, de encontrar debida motivación, otorgan sustento 
jurídico suficiente a la decisión de denegar el beneficio. 
           Se ajusta a derecho la resolución que deniega el beneficio de la suspensión del juicio a prueba, si se 
funda en la necesidad  de realizar el juicio por la calidad de los hechos investigados en la causa que revelan 
una situación de violencia de género y por las particulares circunstancias de comisión consignadas en el acto 
acusatorio, circunstancias que motivan, tanto fáctica como jurídicamente la validez de la decisión recurrida. 
(Del voto de los Dres. Díaz, Posadas, Samsón y Vittar) 
Si bien la suspensión del juicio a prueba persigue como finalidad evitar la estigmatización del imputado, de 
igual modo procura la reparación del daño sufrido por la víctima. Por otra parte, la norma penal obliga al juez 
de la causa a evaluar las circunstancias del caso, a efectos de ponderar si ellas posibilitan dejar en suspenso el 
cumplimiento de la condena aplicable.  
          No corresponde conceder la suspensión del juicio a prueba si en la causa existe un impedimento de 
valor supralegal impuesto por la Convención de Belém do Pará y la Ley 26485 de protección integral para 
prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra las mujeres en los ámbitos en que desarrollen sus relaciones 
interpersonales.         
          No estando cuestionada en el caso la calificación de los hechos como violencia contra la mujer, la 
adopción de alternativas distintas a la definición del caso en la instancia del debate oral, como la suspensión 
del juicio a prueba, es improcedente. (Del voto de la Dra. Kauffman) 
               No debe concederse la suspensión del juicio a prueba si se encuentra incumplido el tercer párrafo del 
artículo 76 bis del Código Penal, en tanto ofrecimiento de reparación del daño por parte del imputado no 
evidencia razonabilidad, proporcionalidad ni relación alguna con el daño ocasionado. 
           Para la procedencia de la suspensión del juicio a prueba es condición esencial el haber ofrecido, en la 
instancia de grado, una reparación suficiente, razonable y acorde a la magnitud del daño causado a la supuesta 
víctima y a sus propias posibilidades que, si bien no debe coincidir exactamente con los montos reclamados 
civilmente a título de indemnización o resarcimiento, tiene que alcanzar niveles suficientes para ser estimado 
como un gesto serio y sincero que demuestre la internalización del acusado con la supuesta víctima y con el 
hecho. (Del voto del Dr. Catalano y Cornejo)  
TRIBUNAL: Dres. Catalano, Cornejo, Díaz, Kauffman, Posadas, Samsón, Vittar.  DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA: “C/C LÓPEZ, RAÚL ALEJANDRO – RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. Nº 
CJS 37.200/14) (Tomo 196: 843/856 – 01/abril/2015) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Suspensión del juicio a prueba. Necesidad de ponderar las circunstancias 
particulares del caso; violencia de género. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 47/50 vta. 
DOCTRINA: En virtud del carácter provisorio que informa a las resoluciones anteriores a la sentencia 
definitiva, los jueces pueden concluir en la necesidad de celebrar el juicio oral y público a efectos de adquirir 
la certeza necesaria sobre el hecho, sus particularidades de comisión, su calificación definitiva y el reproche 
penal que concretamente cabría imponer. Extremos que, de encontrar debida motivación, otorgan sustento 
jurídico suficiente a la decisión de denegar el beneficio. 



           Se ajusta a derecho la resolución que deniega el beneficio de la suspensión del juicio a prueba, si se 
funda en la necesidad  de realizar el juicio por la calidad de los hechos investigados en la causa que revelan 
una situación de violencia de género y por las particulares circunstancias de comisión consignadas en el acto 
acusatorio, circunstancias que motivan, tanto fáctica como jurídicamente la validez de la decisión recurrida. 
(Del voto de los Dres. Díaz, Posadas, Samsón, Vittar y Catalano) 
               El instituto de la suspensión del juicio a prueba ha sido establecido a fin de evitar la celebración de 
la audiencia de debate, descomprimir el sistema judicial y evitar la estigmatización del imputado. Sin 
embargo, la concesión del beneficio se exceptúa en algunos casos que en la misma ley lo establece como 
cuando las circunstancias del caso imponen la necesidad de la celebración del juicio oral y público a los 
efectos de adquirir la certeza necesaria sobre el hecho, sus particularidades de comisión, su calificación 
definitiva y el reproche penal que concretamente cabría imponer. 
          No procede la suspensión del juicio a prueba, si en la causa surge como posible una situación de 
violencia de género suscitada entre el imputado y la víctima, por lo cual se torna necesario celebrar el debate a 
efectos del descubrimiento de la verdad real y la aplicación concreta de la ley penal sustantiva evitando así 
toda resolución anticipada que pueda perjudicar a la victima, al interés general de la sociedad y el particular 
del propio acusado. (Del voto del Dr. Cornejo) 
               Cuando los hechos que dan origen a la actividad punitiva estatal quedan comprendidos en la 
definición de violencia contenida en el artículo 1º de la Convención de Belém do Pará, la adopción de 
alternativas distintas a la definición del caso en la instancia del debate oral, como la suspensión del juicio a 
prueba, es improcedente.(Del voto de la Dra. Kauffman) 
TRIBUNAL: Dres. Cornejo, Díaz, Kauffman, Posadas, Samsón, Vittar, Catalano. DOCTRINA: Dra. Galli 
CAUSA: “C/C NINA, RAMIRO - INCIDENTE DE SUSPENSIÓN DE JUICIO A 
PRUEBA EN LA CAUSA Nº 16.713/2011 – RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. CJS 
37.141/14) (Tomo 196: 495/510 – 17/marzo/2015) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Suspensión del juicio a prueba. Ofrecimiento de reparación del daño, 
razonabilidad. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 47/51.  
DOCTRINA: Para la procedencia de la suspensión del juicio a prueba es condición esencial el haber ofrecido, 
en la instancia de grado, una reparación suficiente, razonable y acorde a la magnitud del daño causado a la 
víctima y a sus propias posibilidades que, si bien no debe coincidir exactamente con los montos reclamados 
civilmente a título de indemnización o resarcimiento, tiene que alcanzar niveles suficientes para ser estimado 
como un gesto serio y sincero de arrepentimiento activo. (Del voto del Dr. Sansón, Vttar, Catalana, Díaz, 
Kauffman  y Posadas) 
                El ofrecimiento del imputado de hacerse cargo de la reparación del daño en la medida de lo posible, 
significa que sea razonable. 
           La razonabilidad del ofrecimiento debe ser ponderada por el juez, el cual no sólo debe valorar el 
“quantum” del daño, sino la aptitud económica del imputado y en base a ello determinar en forma motivada si 
resulta o no razonable el ofrecimiento y, en su caso, podrá admitirla frente a oposiciones de los posibles 
damnificados. (Del voto del Dr. Cornejo) 
TRIBUNAL: Dres. Samsón, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Kauffman, Posadas.  DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA: “C/C ZAPIOLA, JOSÉ EDUARDO – INCIDENTE DE SUSPENSIÓN DEL 
JUICIO A PRUEBA – RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. Nº CJS 37.130/14)  (Tomo 196: 
673/682 - 31 /marzo/ 2015) 
 
RECURSO DE REPOSICIÓN “IN EXTREMIS”. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. RECHAZAR el recurso de reposición “in extremis” interpuesto a fs. 546/547. 
DOCTRINA: Corresponde el rechazo del recurso de reposición “in extremis”, si se ajusta a derecho la 
providencia que tiene por interpuesto en forma extemporánea el recurso extraordinario federal, al haber 
vencido el plazo previsto para impugnar la sentencia de la Corte que rechazó el recurso de casación, sin que  
deba contemplarse el momento en que el acusado dedujo un recurso improcedente contra aquél fallo y se 
ordenó su desglose. 
           Como todo recurso de reposición o revocatoria, el recurso de reposición “in extremis” tiene por 
finalidad que el mismo juez o tribunal que dictó la resolución la revoque o enmiende, dictando en su lugar una 
nueva por contrario imperio, siempre que quien lo interpone tenga un interés que lo justifique, el que se halla 
determinado por el perjuicio o gravamen que la providencia le ocasiona, y ese interés debe tenerse por 
configurado cuando el recurso se presenta como el remedio capaz de excluir el perjuicio invocado.  
           En principio, contra las resoluciones dictadas por la Corte de Justicia, sean de competencia originaria 
o derivada, no cabe recurso alguno en el orden local y sólo son impugnables por ante la Corte Suprema de 
Justicia de la Nación, salvo cuando concurren circunstancias que permiten hacer excepción a tal regla, como 
son los supuestos en que se haga ostensible el riesgo de consumar una injusticia notoria. (Del voto de los 
Dres. Posadas, Samsón, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz y Kauffman) 
              La Corte de Justicia es el Superior Tribunal de la causa a los fines de la concesión del recurso 
extraordinario federal, en virtud del art. 14 de la Ley 48.   



Asimismo, en virtud del art. 153 ap. III de la Constitución Provincial, conoce y decide por vía 
recursiva en los recursos contra las decisiones de última instancia de tribunales inferiores contrarias a la 
Constitución Nacional y a la Constitución Provincial. 
           Todo recurso de casación es de competencia del Tribunal de Impugnación a partir de su completa 
integración, teniendo como una suerte de bisagra para decidir sobre la misma al momento de concesión por el 
tribunal de origen. 
           La reforma de un sistema procesal presupone un proceso. Por ende, no basta con la clásica dualidad 
de legislación de código y ley orgánica, sino que además siempre requiere de nuevas normas, ya sean 
complementarias, modificatorias y, cuando no, derogatorias de alguna previsión legal. Ello así porque es una 
cuestión extremadamente compleja establecer el método o camino a seguir para reglamentar las cláusulas del 
juicio previo, teniendo presente siempre y en toda circunstancia las cláusulas constitucionales y los tratados 
de derechos humanos, además de los principios de oficialidad, verdad real e inviolabilidad de la defensa. (Del 
voto de los Dres. Catalano y Cornejo) 
TRIBUNAL: Dres. Posadas, Samsón, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Kauffman  DOCTRINA: Dra. Galli  
CAUSA: “C/C ARJONA, RICARDO ISABEL – RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. Nº 
CJS 36.326/13) (Tomo 196: 1063/1072 – 10/ abril/ 2015) 
 
RECURSO DE REVISION. Improcedencia, prueba ya valorada en casación. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. RECHAZAR el recurso de revisión interpuesto a fs. 25/31 vta. 
DOCTRINA:  Corresponde el rechazo del recurso de revisión, si la prueba resaltada por el recurrente, el 
diario personal de la menor víctima, no resulta posterior al juicio oportunamente celebrado ni evidencia una 
virtualidad decisiva o dirimente que permita modificar la formación de convicción de la sentencia firme 
impugnada. Puntualmente, el tribunal de juicio, en razonamiento confirmado al resolver la casación, le restó 
importancia y fuerza conviccional a dicho elemento probatorio, cuya ponderación y supuesta eficacia decisiva 
se pretende reiterar por esta vía. 
           El recurso de revisión, si bien permite la alteración de la cosa juzgada en los supuestos taxativamente 
indicados en el artículo 488 del Código Procesal Penal (texto según Ley 6345), no autoriza a que los 
cuestionamientos de la sentencia se multipliquen, reiteren o reediten de manera periódica y progresiva, pues, 
por los efectos que puede producir, se trata de un medio impugnativo dotado de especial excepcionalidad que 
debe ser interpretado y aplicado en forma absolutamente restrictiva. Se trata, más que de un recurso, de una 
pretensión impugnativa autónoma y sólo tiende al examen de las sentencias condenatorias firmes al 
producirse circunstancias nuevas para el proceso, por haberse ignorado antes o porque acaecieron luego de su 
dictado. 
TRIBUNAL: Dres. Posadas, Samsón, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Kauffman.  DOCTRINA: Dra. Galli. 
CAUSA: “C/C BARBOZA, HÉCTOR ROLANDO - RECURSO DE REVISIÓN” (Expte. 
N° CJS 37.269/14) (Tomo 196: 699/710 - 31 /marzo/ 2015) 
 
RECURSO EXTRAORDINARIO FEDERAL. Improcedencia; aplicación de la ley procesal en casación, 
sucesión de leyes procesales. Doctrina de la arbitrariedad. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. DENEGAR el recurso extraordinario federal deducido a fs. 238/246. 
DOCTRINA: El recurso extraordinario no tiene por objeto la corrección en tercera instancia de decisiones que 
a criterio del impugnante se estimen equivocadas. 
        Cabe excluir la vía extraordinaria cuando a través de ella se cuestiona la validez, interpretación o 
eficacia de leyes procesales, de derecho local, aplicadas por el Superior Tribunal de la causa pues, en 
principio, su inteligencia no suscita cuestión federal. 
            Es improcedente el recurso extraordinario federal, si en el caso se cuestiona la validez temporal de la 
ley procesal penal aplicada y su pretendida repercusión negativa en los derechos del imputado, por lo cual se 
plantea, en realidad, un problema propio del tópico referente a la sucesión de leyes procesales en el tiempo. 
            La facultad de cambiar las leyes de forma pertenece a la soberanía, y no existe derecho adquirido a 
ser juzgado por un determinado procedimiento, pues las normas procesales y jurisdiccionales son de orden 
público 
            La doctrina de la arbitrariedad no tiene por objeto corregir fallos equivocados o que se consideren 
tales, sino que atiende solamente a supuestos de excepción en los que fallas de razonamiento lógico en la 
sustentación de la sentencia o una manifiesta carencia de fundamentación normativa, impiden considerar el 
pronunciamiento apelado como un acto jurisdiccional válido. 
TRIBUNAL: Dres. Posadas, Samsón, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Kauffman.  DOCTRINA: Dra. Galli 
CAUSA: “C/C BERQUEN ASCH, FRANCO EZEQUIEL, SCARLETH VIDAURRE, 
JANET – INCIDENTE DE RECURSO DE APELACIÓN - RECURSO DE CASACIÓN” 
(Expte. N° CJS 36.705/13) (Tomo 196: 605/616 - 30 /marzo/ 2015) 
 
RECURSO EXTRAORDINARIO FEDERAL. Improcedencia, cuestiones de hecho, prueba y aplicación 
del derecho común resueltas en casación. Doctrina de la arbitrariedad. 
 CUESTIÓN RESUELTA: I. DENEGAR el recurso extraordinario federal interpuesto a fs. 837/850.  



DOCTRINA: Corresponde denegar el recurso extraordinario federal, si los agravios del impugnante sólo han 
puesto de manifiesto su divergencia con cuestiones de hecho, prueba y aplicación del derecho común, 
aspectos sobre los cuales el más Alto Tribunal Nacional tiene resuelto que su conocimiento y decisión 
constituye materia reservada a los jueces de la causa, extraña, por su naturaleza, a la órbita del recurso 
extraordinario del art. 14 de la Ley 48. 
         No se vislumbra arbitrariedad en la sentencia impugnada, si el Tribunal de Casación efectuó un 
análisis correcto de las exigencias del tipo penal aplicable, y por demás fundado, con lo que el agravio del 
recurrente, en este sentido, sólo se limita a plantear su discrepancia con el criterio adoptado. 
           La doctrina de la arbitrariedad reviste carácter excepcional y no resulta apta para corregir fallos 
equivocados, o que el recurrente estime tales según su criterio, sino que atiende sólo a supuestos de gravedad 
extrema en los que se verifique un apartamiento palmario de la solución prevista en la ley o una absoluta 
carencia de fundamentación 
TRIBUNAL: Dres. Samsón, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Kauffman, Posadas.  DOCTRINA: Dra. Galli. 
CAUSA: “C/C GÓMEZ, MARCOS JAVIER - RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. Nº 
CJS 36.260/13) (Tomo 196: 105/114 - 4 /marzo/ 2015) 
 
RECURSO EXTRAORDINARIO FEDERAL. Improcedencia, cuestiones de hecho, prueba y aplicación 
del derecho común resueltas en casación. Doctrina de la arbitrariedad. Pena de prisión perpetua, 
constitucionalidad. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. DENEGAR el recurso extraordinario federal interpuesto a fs. 802/811.  
DOCTRINA: No procede el recurso extraordinario federal si los agravios que efectúa la defensa se presentan 
como una disidencia relativa a cuestiones de hecho y prueba y aplicación del derecho común, aspectos sobre 
los cuales el más Alto Tribunal Nacional tiene resuelto que su conocimiento y decisión constituye materia 
reservada a los jueces de la causa, extraña, por su naturaleza, a la órbita del recurso extraordinario del art. 14 
de la ley 48.  
           La arbitrariedad debe caracterizarse por omisiones o desaciertos de gravedad extrema, lo que 
confiere a la cuestión un carácter excepcional, e impide la apertura de una tercera instancia ordinaria donde 
puedan discutirse decisiones que se estimen equivocadas. 
           La pena de prisión perpetua establecida en el artículo 80 del Código Penal es constitucional, porque 
la Constitución Nacional no prohíbe esa clase de pena sino que protege la dignidad inherente a la persona 
humana, vedando las penas degradantes, crueles o inhumanas. Cada uno de los tipos previstos en la norma 
contienen como elementos constitutivos diferentes circunstancias que demuestran la mayor culpabilidad y 
peligrosidad del autor, cuya concreta magnitud -por gravedad- es establecida legalmente y lo hace merecedor 
de una sanción que, excluida del régimen de los artículos 40 y 41 de ese código, únicamente es alternativa en 
cuanto a la especie de pena, reclusión o prisión.  
TRIBUNAL: Dres. Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Kauffman, Posadas, Samsón.  DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA: “C/C FLORES, FABIÁN PATROCINIO – RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. 
Nº CJS 36.777/13) (Tomo 196: 01/10 - 27 /febrero/ 2015) 
 
RECURSO EXTRAORDINARIO FEDERAL. Improcedencia; reiteración de agravios tratados y 
resueltos en casación. Doctrina de la arbitrariedad. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. DENEGAR el recurso extraordinario federal deducido a fs. 821/827. 
DOCTRINA: Corresponde denegar el recurso extraordinario federal, si los agravios expuestos por el 
recurrente no han logrado delinear claramente y con precisión la existencia de una cuestión federal, ni han 
demostrado que el fallo impugnado hubiera incurrido en quebranto alguno en contra de las garantías de los 
condenados, pues la supuesta conculcación de garantías constitucionales debe aparecer nítida y precisa. 
         La reiteración de los agravios que efectúa la defensa en el marco del recurso extraordinario federal, 
amén de dar cuenta que la supuesta cuestión constitucional carece de entidad suficiente, que si bien puede, 
como lo hizo, integrar materia de la casación, no alcanza para dar sustento a la vía intentada, de inequívoco 
carácter excepcional, sino en supuestos extremos de arbitrariedad. 
          La doctrina de la arbitrariedad no tiene por objeto sustituir a los jueces de la causa en la decisión de 
cuestiones que le son privativas, como así tampoco abrir una nueva instancia ordinaria para debatir temas 
ajenos a la competencia especifica de la Corte, cuando no se demuestra que el pronunciamiento impugnado 
contenga, en estos aspectos, graves defectos de fundamentación, o de razonamiento, que lo hagan inválido 
como acto jurisdiccional. 
TRIBUNAL: Dres. Cornejo, Díaz, Kauffman, Posadas, Samsón, Vittar, Catalano.  DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA:“C/C ÁVILA, GERARDO GASTÓN; ÁVILA, HUGO FRANCISCO; 
FERNÁNDEZ, MATEO ISMAEL - RECURSO DE CASACIÓN E 
INCONSTITUCIONALIDAD” (Expte. Nº CJS 36.692/13) (Tomo 196: 25/32 - 27 /febrero/ 2015) 
 
RECURSO EXTRAORDINARIO FEDERAL. Procedencia, derechos al recurso y a la doble instancia. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. CONCEDER el recurso extraordinario federal interpuesto a fs. 98/107 vta. 



DOCTRINA: Corresponde conceder el recurso extraordinario federal, si en el caso existe fundamento 
suficiente para su revisión en la instancia extraordinaria, ante la posible afectación de los derechos al recurso 
y al doble conforme que le asisten al inculpado de un delito. 
         El derecho a recurrir el fallo ante un juez o tribunal superior, previsto en el art. 8.2.h de la 
Convención Americana sobre Derechos Humanos, se inserta dentro de las garantías mínimas a favor de toda 
persona inculpada de delito, siendo una garantía del individuo frente al Estado y tratándose de un derecho de 
defensa que asiste al condenado.  
TRIBUNAL: Dres. Díaz, Kauffman, Posadas, Samsón, Vittar, Catalano, Cornejo.  DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA: “COYAR, HUGO SANTOS – RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. Nº CJS 
37.018/14) (Tomo 196: 307/312 - 16 /marzo/ 2015) 
  
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 


